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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinticuatro (24) de mayo de dos mil diecisiete (2017) 

Proyecto aprobado por Acta No.0461
Hora: 1:05 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Le corresponde a esta Sala decidir la acción de tutela presentada por la señora Luz Yenny Vega Varela en contra del juzgado 6º Penal del Circuito, Juzgado 4º Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías y el Centro de Servicios del Sistema Penal Acusatorio, todos de esta ciudad, mediante la cual pretende el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa, administración de justicia y los derechos a las víctimas.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. La señora Luz Yenny Vega Varela y su hermano, señor Francisco Vega Varela adquirieron la propiedad de dos lotes, finca La Lola, vereda El Estanquillo jurisdicción de Dosquebradas.

Señaló la accionante que su hermano estuvo internado en la clínica los Rosales desde el 15 de junio de 2007 hasta el 30 de agosto de 2007, día en que falleció, quedando ella como única heredera del bien aludido.   
Comentó que al solicitar el certificado de tradición del inmueble mencionado, encontró que figuraba como propietaria la señora Luisa Cristina De los Ríos, quien a través de la escritura pública Nº 04203 del 9 de agosto de 2007 había adquirido el mismo mediante compraventa que supuestamente hizo el señor Francisco Vega Varela, según poder otorgado a la abogada Lucero Torres Murillo ante el Notario Primero, pero autenticadas las firmas en la Notaría 5ª de Pereira  el 26 de julio de 2007, documento que la accionante considera falso, toda vez que presenta inconsistencias en los números de identificación de su hermano  y otras situaciones que incluyen la entrega del dinero producto de la compraventa al señor Francisco Vega Varela a pesar de que para la fecha se encontraba hospitalizado.  Así mismo, informó que el documento fue inscrito en la Oficina de  Registro e Instrumentos Públicos de Dosquebradas.
Mencionó que en dictamen practicado por Medicina Legal al poder otorgado por su hermano, se estableció que no era su firma. Por lo tanto, la accionante denunció a la abogada Lucero Torres Murillo, actuación que quedó en la Fiscalía 7ª Seccional de la Unidad de Patrimonio Económico, con radicado No.66001600036201100312 y el 19 de octubre de 2016 se le formuló imputación a esa profesional ante el Juzgado 5º Penal Municipal con función de Control de Garantías como probable autora a título de dolo del delito de fraude procesal consagrado en el artículo 453 del Código Penal, cargos que no fueron aceptados.

Informó que  el 3 de noviembre de 2016 se llevó a cabo ante el Juzgado 4º Penal Municipal con Función de Control de Garantías una audiencia preliminar por solicitud de la abogada Lucero Torres Murillo, de la que no fueron notificados la accionante ni su apoderado judicial.

Señaló que el 31 de diciembre de 2016 la FGN radicó en la oficina de apoyo al sistema penal acusatorio el escrito de acusación en contra de la doctora Lucero Torres Murillo por la conducta de fraude procesal y el 27 de enero de 2017 el Juzgado 6º Penal del Circuito convocó a las partes para realizar la audiencia de formulación de acusación en la que la Fiscalía solicitó que se enviaran las diligencias a un juzgado de igual categoría en el municipio de Dosquebradas, con fundamento en que la conducta punible de fraude procesal se consumó en esa localidad en atención a que el Registrador de Instrumentos Públicos de Dosquebradas hizo la anotación respectiva, siendo ese el lugar de los hechos investigados.

Puso en conocimiento que el 18 de abril de 2017 el Juez 6º Penal del Circuito de esta ciudad citó a las partes para realizar la audiencia formulación de acusación, sin dar curso al impedimento indicado por la Fiscalía amparado en el inciso segundo del artículo 43 de C.P.P., el cual establece que es competente para conocer del juzgamiento el juez del lugar donde ocurrieron los hechos, toda vez que en este asunto el registro de la supuesta compraventa se hizo en la Oficina de Instrumentos Públicos del Municipio de Dosquebradas y si bien para cometer el fraude hubo varias falsedades, no significa que éste se hubiera realizado en varios sitios. Por lo tanto, consideró que el Juez accionado vulneró el derecho fundamental al debido proceso toda vez que no concedió el uso de la palabra para que la Fiscal o la víctima se pronunciaran al respecto.  En tal sentido, con la decisión adoptada se desconocieron los argumentos que podrían dar lugar a otra decisión, ya que el juez señaló que en contra de la decisión tomada no procedía recurso alguno, tal como se desprende del registro de dicha audiencia. Igualmente, el funcionario mencionado no cumplió con el trámite previsto en la norma procedimental penal vigente que hace alusión a los eventos en que se advierte una causal de impedimento por una de las partes, ya que si consideraba que tenía la competencia, debió enviar la actuación al funcionario encargado de definirla, ya que el código unifica este procedimiento para las causales de recusación.

Indicó que el Centro de Apoyo al Sistema Penal Acusatorio citó a una audiencia reservada solicitada por la doctora Torres Murillo, sin convocar a la víctima cuando ya se había formulado la imputación a la misma desde el mes de octubre de 2016 y a la vez el Juzgado 4º Penal Municipal con función de Control de Garantías celebró la diligencia sin la participación de la afectada y la Fiscalía, ignorándose los motivos de la ausencia de esta última y sin respeto alguno por el derecho de acceso a la administración de justicia por parte de las víctimas.

Por lo anterior, la accionante consideró vulnerados los derechos al debido proceso, a acceder a la administración de justicia, y al derecho de las víctimas de que los procedimientos sean resueltos en un término prudencial.

Pretensiones: i) declarar la nulidad de la actuación y que se remita la investigación al juez competente cumpliendo con los parámetros legales, para que  se le dé la oportunidad a las partes de exponer los argumentos jurídicamente válidos, así como las garantías a los intervinientes a ser oídos y participar en las decisiones que los afecten, los que consideró vulnerados por el Juez 6º Penal del Circuito de Pereira y ii) declarar la nulidad de la audiencia celebrada ante la Jueza Cuarta Penal Municipal con Función de Control de Garantías del 03-11-2016 sin la participación de la víctima y Fiscalía, toda vez que consideró que se vulneraron los derechos de la afectada a participar y conocer el desarrollo de la misma, quedando sin conocimiento de lo acontecido y sin oportunidad de debatir las decisiones adoptadas.  
Aportó dos CD correspondientes a los audios de las diligencias antes referidas.

3. ACTUACIÓN PROCESAL 

3.1. Mediante auto del 10 de mayo de 2017 se avocó el conocimiento de la presente demanda de tutela, se ordenó correr traslado de la misma a los funcionarios accionados y ordenó vincular a la doctora Lucero Torres Murillo (Fl. 10) y mediante auto del 19 de mayo de 2017 se puso en conocimiento de la presente demanda de amparo a la Fiscalía 7ª Seccional de la Unidad de Patrimonio de Pereira (Fl. 44).
4. RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA

4.1. JUZGADO 6º PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA

Su titular informó que en ese despacho se adelanta el proceso en contra de la abogada Lucero Torres Murillo por el delito de fraude procesal, por lo que el  27 de enero de 2017, previo a la formulación de acusación en contra de la doctora Torres Murillo, la Fiscalía General de la Nación por intermedio de su delegada, solicitó que se enviara el proceso a los juzgados penales del circuito de Dosquebradas por el factor territorial con fundamento en que el delito se materializó y consumó en la Oficina de Instrumentos Públicos de ese municipio cuando se obtuvo el registro de la escritura pública No.4203 del 9 de agosto de 2007.  Al respecto, el defensor de la doctora Torres Murillo se apartó de la solicitud presentada por la Fiscalía por cuanto consideró que no se configuraba la causal de incompetencia.  Por su parte la apoderada de la víctima compartió los argumentos del  ente investigador.  

Indicó que el 18 de abril de 2017 se llevó a cabo la audiencia para resolver lo solicitado anteriormente, disponiéndose en ella que ese despacho es competente para conocer del asunto, siendo por tanto improcedente la solicitud de la señora Fiscal.  Además, se advirtió que dicha decisión carecía de recursos, conforme a lo dispuesto en el artículo 65 del C.P.P y por lo tanto, en el acta de dicha audiencia se dijo que “contra la misma no se interpuso recurso alguno”.

Por lo anterior, solicitó que se declarara improcedente la presente acción de tutela, ante la ausencia de vulneración de derechos fundamentales a la señora Vega Varela (Fl. 16).

4.2. DIRECCIÓN DEL CENTRO DE SERVICIOS JUDICIALES DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO DE PEREIRA 

Señaló que una vez revisada la carpeta que reposa en ese Centro con  número interno 36973, de la causa No.660016000036201100312 por la conducta punible de fraude procesal en contra de la doctora Lucero Torres Murillo, se pudo constatar que el 30 de septiembre de 2016 dicha abogada presentó una solicitud de audiencia preliminar de búsqueda selectiva en base de datos con el fin de acceder a una información de carácter reservado en la Clínica Los Rosales y la Notaría 5ª , ambas de la ciudad de Pereira, la cual fue asignada a la Jueza 4ª Penal Municipal con Función de Control de Garantías y llevada a cabo el 3 de noviembre de 2016.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                        
Indicó que para la realización de dicha audiencia se notificó  a la peticionaria, de conformidad con el artículo 244 de la Ley 906, inciso 2º que fue declarado exequible condicionalmente por la Corte Constitucional en la Sentencia C-337 del 9 de mayo de 2007 y la C-025 de 2009, quien asistió con su defensor (Fls. 17 y 18).
Adjuntó copia de la solicitud elevada por la doctora Torres Murillo, la notificación y el acta de la audiencia preliminar llevada a cabo el 3 de noviembre de 2016 (Fls. 19-22).

4.3. JUZGADO 4º PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS

Su titular informó que el 3 de noviembre de 2016 se llevó a cabo audiencia preliminar en búsqueda selectiva en base de datos dentro del proceso penal radicado al No.66001600036201100312, donde figura como imputada la abogada Lucero Torres Murillo.
Indicó que para el desarrollo de la referida audiencia, se tuvo en cuenta la normativa y jurisprudencia que regulan la misma, indicándose que se verificó que existiera otra medida menos restrictiva de derechos que resultara adecuado, proporcional y razonable frente a los fines que se perseguían, como era obtener la verdad y justica, entendiendo que toda persecución penal debe velar por la reparación de las víctimas y su derecho a la verdad, no pudiendo desconocer que así como la Fiscalía tiene la carga de adelantar el ejercicio de la acción penal, igualmente, debe proceder cuando tenga conocimiento de elementos de prueba que permitan desvirtuar la responsabilidad del presunto infractor de la norma, aclarándose que en la igualdad de armas que debe tener Fiscalía y procesado, se permitió la realización de la audiencia con el cumplimiento de los requisitos legales.
Señaló  que el según lo establecido por el Centro de Servicios Judiciales en razón a este tipo de audiencias es que una vez presentada la solicitud y realizado el  reparto, se allega la misma al juzgado que conocerá el asunto y tal como se desprende del artículo 244 del C.P.P. se da trámite a la audiencia referida. Por lo tanto, precisó que  conforme lo establece la misma jurisprudencia sobre el asunto en la Sentencia C-025 de 2009, que declaró condicionalmente exequible la expresión “se aplicarán en lo pertinente, las disposiciones relativas a los registros y allanamientos”, por lo que no se comunicó la realización de la audiencia porque se trataba de un control previo, entendiéndose tal expresión, que en el evento que el indiciado tenga noticia de diligencias adelantadas en su contra, aún en etapa de indagación, el juez de control garantías deberá “garantizarle” su participación y la de su abogada en audiencia posterior de control de legalidad, remitiendo dicha jurisprudencia a la disposición prevista en el artículo 237 del C.P.P. Por lo tanto, consideró que no era necesario convocar a la víctima o a su representante para el desarrollo de la aludida audiencia.   
Adicionalmente, de lo previsto en el parágrafo del artículo 237 del C.P.P. se deduce que se deberá citar a la audiencia de control posterior de legalidad al imputado y su defensor para el correspondiente contradictorio y en armonía con lo dispuesto en el artículo 283 de la misma norma procesal penal y si alguna de las partes se abstuvo de intervenir ante el juez con funciones de control de garantías, podrá solicitar en audiencia preliminar o preparatoria la exclusión de las evidencias obtenidas.
Solicitó que no se accediera a las pretensiones de la accionante, por considerar que no hubo vulneración de sus derechos fundamentales (Fl. 23)
4.4. ABOGADA LUCERO TORRES MURILLO 

Se refirió a cada uno de los hechos expuestos por la accionante e hizo las siguientes precisiones:

· La fecha de hospitalización del señor Francisco Vega Varela fue 15 de julio de 2007 y no el 15 de junio de 2007.  
· En la escritura pública No.4203 del 9 de agosto de 2007 el señor Francisco Vega Varela vendió una cuota parte de sus inmuebles. La firma del poder del señor Francisco Vega Varela como su autenticación se hizo en su domicilio, tal como lo reconoció el Notario 5º de Pereira, otra cosa es que por descuido de esa Notaría no se tengan las constancias de desplazamiento de los funcionarios para la firma aludida.

· El producto de la venta del inmueble correspondiente a $90.000.000 fue recibido en el primer semestre del año 2007 por el señor Francisco Vega Varela, quien gozaba de plena salud, y estaba en compañía del señor Hugo Armando Arango en las instalaciones de la clínica OMI, dinero que fue entregado en efectivo por el señor Nelson Fernando Pineda Salazar, frente a varios de los médicos de la clínica. En lo referente al dictamen de grafología aduce que no es concluyente, ya que a la perito se le ocultaron las circunstancias en que el señor Vega Varela suscribió el documento.
· Menciona que el 15 de mayo de 2017 ante el Juzgado 2º Penal Municipal con función de Control de Garantías rindió testimonio la profesional Luz Marina Castro Núñez, quien fue la enfermera que atendió al señor Francisco Vega Varela en la clínica los Rosales y quien recibió el servicio de domicilio de la Notaría que se le prestó al señor Vega Varela.  Afirma que si bien es cierto en el poder quedó plasmado erróneamente la cédula del señor Vega Varela  con el No.10.085.369 cuando en realidad era el No.10.085.269, tal error no puede señalarse como una falsedad, pues de ser así, también la accionante también incurrió en falsedad cuando indicó que el señor Vega Varela había ingresado a la Clínica Los Rosales el 15 de junio cuando en realidad fue el 15 de julio.  Además, insistió que la actuación de la accionante es temeraria por cuanto la tutela le hizo a través de su apoderado ya que la narración es en tercera persona, pero aparece firmada por la actora.

· Indicó que todas las audiencias que se han efectuado, se han observado las reglas establecidas en la Ley 906 de 2004  cuando de audiencias reservadas se trata.
· No entiende cómo la accionante apenas se entera de la audiencia preliminar cuando en el expediente obra copia del acta de la misma del Juzgado 4º Penal Municipal con función de control de Garantías, al que ha tenido acceso el apoderado de la actora.
· Le causa extrañeza el afán que tiene la víctima para que el proceso sea remitido al municipio de Dosquebradas, pudiendo la accionante o su apoderado haber expresado cualquier inconformidad dentro de la audiencia respectiva.
· Señala que recuerda haber visto tanto a la Fiscal, la accionante y su apoderado en el Juzgado 4º Penal Municipal con función de Control de Garantías cuando estaba por finalizar una de las audiencias con el argumento de que se habían confundido en la hora de inicio.  Situación que puede ser corroborada con los registros de las cámaras de vigilancia dispuesta para el piso tercero.
Por lo anterior, se opuso a todas las pretensiones de la accionante  (Fls. 24-31) y adjuntó copias de los siguientes documentos: escrito de acusación, escritura pública No.4023, y del acta de la audiencia preliminar del 3 de noviembre de 2016 (Fls. 32-43). 
4.5.  FISCALIA 7 SECCIONAL DE PATRIMONIO ECONÓMICO

Su titular informó que el 19 de octubre de 2016 formuló imputación a la doctora Lucero Torres Murillo, quien solicitó una audiencia en búsqueda selectiva en base de datos, diligencia que no fue notificada ni a la FGN ni a la víctima, pero se enteró de la misma por su asistente por lo que hizo presencia al juzgado, pero la directora de audiencia no permitió su ingreso, al parecer porque ya había culminado.  Por lo tanto, consideró vulnerado el derecho fundamental al debido proceso tanto de la Fiscalía como de la víctima, toda vez que la investigación se encuentra en la etapa del juicio, máxime que la audiencia se celebró ante un juez de garantías, que debe velar por la protección de los derechos que les conciernen a los ciudadanos e intervinientes en el proceso penal.  

En tal sentido, señaló que si en la etapa de juicio no pude adelantarse una actuación sin la presencia del defensor, tampoco pueden hacerse en las audiencias preliminares realizadas en esa etapa procesal, lo que cercena derechos que atañen al ente investigador en cumplimiento de sus funciones constitucionales.  
Consideró que es necesario los correctivos que restablezcan los derechos vulnerados (Fls. 46 y 47). 
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000. 
Así mismo, se observa que se cumplen con los presupuestos legales y constitucionales que configuran la legitimación por parte activa y por parte pasiva, esta última teniendo en cuenta que uno de los despachos accionados es el Juzgado 6º  Penal del Circuito de Pereira, lo cual le da la competencia a este Tribunal para conocer de la demanda.
5.2. Problema jurídico 

5.2.1. Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades judiciales accionadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por la señora Luz Yenny Vega Varela, de manera tal, que amerite la intervención del juez constitucional.

5.3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  
5.4.  La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

5.5. Como quiera que en el asunto objeto de estudio, se funda en la inconformidad presentada por la accionante frente a la determinación tomada por el Juez 6º Penal del Circuito de Pereira del 18 de abril de 2017, por medio de la cual se declaró competente para conocer del proceso que se sigue en contra de la doctora Lucero Torres Murillo por fraude procesal,  resulta necesario señalar que la posibilidad de demandar decisiones judiciales por vía de tutela no ha sido un asunto pacífico en el ámbito judicial. Sin embargo, en la jurisprudencia pertinente se ha indicado que se puede controvertir una decisión judicial por esta vía cuando ella constituye lo que se conoce como una vía de hecho, para lo cual se hace necesario citar lo expuesto por la Corte Constitucional sobre el tema así:

“ (…) es posible que ciertas actuaciones de los jueces, aunque bajo el ropaje o disfraz de providencias, no sean tales sino verdaderas vías de hecho, para llegar a las cuales se  adoptan medios ostensiblemente contrarios  al ordenamiento jurídico, bien por utilización de un poder para un fin no previsto,  en la legislación, (defecto sustantivo), bien por ejercicio de la atribución por un órgano distinto a su titular o excediendo la misma  (defecto orgánico), por la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes  del supuesto legal ( defecto fáctico), o bien por la actuación al margen del procedimiento establecido (defecto procedimental)”.
 

5.5.1. De acuerdo con lo anterior, la Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar: 

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.

Mientras que, en punto de las exigencias específicas, se han establecido las que a continuación se relacionan: 

i) 
Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece absolutamente de competencia para ello.

ii) 
Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.

iii) 
Defecto fáctico, el cual surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

iv)
Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales (Corte constitucional, sentencia T-522/01) o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; 

v) 
Error inducido, el cual surge cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

vi) 
Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los funcionarios judiciales de explicitar los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

vii) 
Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado (Corte Constitucional, sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01).  

viii) 
Violación directa de la Constitución. (…)”

5.5.2.  En lo que tiene que ver con el derecho fundamental al debido proceso, el artículo 29 de la Constitución Política determinó, la Corte Constitucional se refirió al mismo, de la siguiente manera: (ver Sentencia T-081 de 2009):

 
“(…) El derecho al debido proceso contiene de este modo, entre otros el derecho a la defensa, que implica la facultad de ser escuchado en un proceso en el cual se está definiendo la suerte de una controversia, pedir, aportar y controvertir pruebas, formular alegaciones e impugnar las decisiones. El debido proceso, como ya lo ha establecido esta Corporación, “no es solamente poner en movimiento mecánico las reglas de procedimiento y así lo insinuó Ihering. Con este método se estaría dentro del proceso legal pero lo protegible mediante tutela es más que eso, es el proceso justo, para lo cual hay que respetar los principios procesales de publicidad, inmediatez, libre apreciación de la prueba, y, lo más importante: el derecho mismo”[12].
El derecho a la defensa debe estar garantizado en todo el proceso, y su primera garantía se encuentra en el derecho de toda persona al conocimiento de la iniciación de un proceso en su contra en virtud del principio de publicidad.
Al respecto ha dicho esta Corporación que “el principio de publicidad de las decisiones judiciales hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al debido proceso, como quiera que todas las personas tienen derecho a ser informadas de la existencia de procesos o actuaciones que modifican, crean o extinguen sus derechos y obligaciones jurídicas. De hecho, sólo si se conocen las decisiones judiciales se puede ejercer el derecho de defensa… controvertir pruebas que se alleguen en su contra,… aportar pruebas para su defensa… impugnar la sentencia condenatoria y…no ser juzgado dos veces por el mismo hecho”[13]
Es así parte esencial del derecho al debido proceso la facultad de ser oído, ya que en caso contrario, es decir, en caso de desarrollo de una litis en el que a una de las partes no se le brindó la posibilidad de defenderse “sería la forma más radical de vulneración del derecho fundamental al debido proceso y de defensa”[14].
La notificación es un acto procesal que pretende garantizar el conocimiento acerca de la iniciación de un proceso y en general de todas las providencias que se dictan en él, de forma que se amparen los principios de publicidad y de contradicción. Con ello se busca precisamente darles a conocer a las partes e intervinientes el contenido de lo decidido y concederles de este modo la posibilidad de defender sus derechos.
Considerando precisamente esta posible vulneración al debido proceso, la ley prevé la medida procesal de anulación de las actuaciones surtidas con posterioridad al vicio y que resulten afectadas por éste, señalando expresamente las causales correspondientes en los diversos códigos de procedimiento, “en tanto que lo considera un defecto sustancial grave y desproporcionado que merece protección del derecho a la defensa del demandado”[17] .  (Subrayas propias)
5.5.3. Sobre la procedencia excepcional de la tutela, la  Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela
: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.  
5.6.  DEL CASO EN CONCRETO

5.6.1. En el presente asunto, la señora Luz Yenny Vega Varela acude al juez constitucional con el fin de que se restablezcan los derechos fundamentales al debido proceso, defensa, administración de justicia y los derechos a las víctimas, los que consideró vulnerados por los juzgados accionados y como consecuencia de ello, solicita que: i) se declare la nulidad de lo actuado en la audiencia del 18 de abril de 2017 llevada a cabo por el Juzgado 6º Penal del Circuito de esta ciudad y se remita la actuación que se sigue en contra de la abogada Lucero Torres Murillo por el delito de fraude procesal al juez de conocimiento de Dosquebradas con el fin de que se dé la oportunidad a las partes de exponer sus argumentos jurídicos, garantizar su derecho a ser oídos y participar en las decisiones que la afecten y ii) declarar la nulidad de la audiencia celebrada ante la Jueza Cuarta Penal Municipal con Función de Control de Garantías el día 3 de noviembre de 2016 de búsqueda selectiva en base de datos, que se realizó sin la participación de la víctima y Fiscalía.
5.6.2. De acuerdo a la primera solicitud, esta Sala tuvo la oportunidad de escuchar el registro de la audiencia del 18 de abril de 2017, a la cual asistieron la víctima Luz Yenny Vega Varela y su apoderado, por medio de la cual el Juez 6º Penal del Circuito de Pereira decidió no acceder a la petición de la Fiscalía General de la Nación de declararse incompetente por razón del factor territorial para conocer del proceso seguido en contra de la doctora Lucero Torres Murillo por el delito de fraude procesal, de acuerdo a las siguientes consideraciones que  se sintetizan así:

· Recordó el juez que la formulación de imputación se había hecho por el delito de fraude procesal ya que con un poder aparentemente falso se consiguió que en una notaría de Pereira se elevara a escritura pública la venta de un bien inmueble que pertenecía al señor Francisco Vega Varela, figurando como compradora del predio la señora Luisa Cristina de los Ríos, quien no compareció a la notaría por cuanto la misma intervino a través de agente oficioso.
· La escritura pública relacionada con dicha transacción fue registrada en la Oficina de Instrumentos Públicos de Dosquebradas, hecho que sirvió de argumento a la Fiscalía para predicar que al haberse protocolizado dicho documento en el municipio de Dosquebradas, el juez de esa localidad es el competente para adelantar el juicio por cuanto allí se agotó el delito de fraude procesal.
· Recordó lo dispuesto en el artículo 43 del C.P.P. que señala las reglas de la competencia.
· Definió qué es la escritura pública y qué es la protocolización según la Consulta 3807 expedida por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Notariado y Registro, para concluir que en este asunto en concreto no era indispensable o necesario el protocolo del registro de la escritura pública en el municipio de Dosquebradas para estimar que sólo en ese momento quedaba agotado o consumado el delito de fraude procesal y que por ende el competente para conocer del proceso por el factor territorial era el juez de Dosquebradas.
· El delito de fraude procesal se entiende consumado cuando el agente de manera fraudulenta induce en error al servidor para los fines previstos en el artículo 453 del C.P., pero perdura mientras se mantiene el estado de ilicitud y aún con posterioridad si se requiere de pasos finales para su cumplimiento, según se pronunció la C.S.J. en el radicado 8.968 de 1995. 
· Indicó que en este asunto: “las maquinaciones fraudulentas, crear un poder falso, etc., empezaron el día que se elaboró en la Notaría 1ª de Pereira la escritura pública concerniente a la venta de un bien inmueble.  En ese momento se presentaría una conducta engañosa, se induciría en error al servidor público, Notario Primero, con el propósito de obtener la escritura de venta del inmueble, pero la ilicitud, podríamos incluso afirmar, se prolongó hasta que el Jefe de la Oficina de Instrumentos Públicos de Dosquebradas registró dicha escritura,  funcionario que también pudo haber sido inducido en error con el propósito de obtener de él el registro de la escritura falsa. Lo anterior, obliga a pensar que de resultar cierto todo esto, el primer engañado sería el Notario Primero de Pereira y luego el funcionario de la Oficina de Registro de Dosquebradas y si esto es así, debe aplicarse lo dispuesto en la norma 43 del Código de Procedimiento Penal, admitiendo que el hecho se realizó en varios lugares y porque el delito de fraude procesal es de carácter permanente, lo cual conlleva a que la competencia del juez de conocimiento se determine por el lugar donde se formula la acusación, escrito de acusación ya radicado en este juzgado.  Lo anterior, conduce a considerar que este despacho sí es competente para adelantar el presente juicio siendo por tanto improcedente la solicitud de la señora Fiscal.  Esta decisión carece de recursos conforme lo dispone el  artículo 65 del CPP.” (Subrayas propias)
· Acto seguido se  le concedió la palabra a la Fiscal para que formulara la acusación.
5.6.2.1. Así las cosas, se tiene que la FGN está investigando a la abogada Lucero Torres Murillo por el delito de fraude procesal tipificado en el artículo 453 del C.P. así: “El que por cualquier medio fraudulento induzca en error a un servidor público para obtener sentencia, resolución o acto administrativo contrario a la ley, incurrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años, multa de doscientos (200) a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) años”.  Al respecto, se hará alusión a la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y que fue referida por el Juez 6º Penal del Circuito de Pereira en la audiencia que se declaró competente para conocer de la etapa de juzgamiento, en la que dicho Tribunal en sentencia de casación radicada al No.8.968 del 17 de 1995 señaló que la conducta punible de fraude procesal se entiende consumada cuando se induce en error al servidor  público, pero perdura mientras se mantiene el estado de ilicitud y aún con posterioridad si se requiere de pasos finales para su cumplimiento, según el texto de dicha providencia que es el siguiente:
 “Sin embargo, se agrega, puede tratarse de un delito cuya consumación se produzca en el momento histórico preciso en que se induce en error al empleado oficial, si con ese error se genera  más o menos de manera inmediata la actuación contraria a la ley. Pero si el error en que se indujo al funcionario, se mantiene durante el tiempo necesario para producir la decisión final contraria a la ley cuya finalidad se persigue, y aún con posterioridad a ésta, si requiere de pasos finales para su cumplimiento, durante todo ese lapso se incurre en la realización del tipo y la violación al bien jurídico tutelado, pues durante ese tiempo se mantiene el fraude a la administración de justicia.” (Subrayas nuestras)
5.6.2.3. Conforme a lo acabado de subrayar, los hechos que se vienen investigando y que fueron consignados en el escrito de acusación visible a folios 32 al 37, se originaron en razón a la presunta falsedad del poder conferido por el señor Francisco Vega Varela en la ciudad de Pereira a la abogada Torres Murillo para la venta de un bien inmueble ubicado en el municipio de Dosquebradas, cuyo contrato se protocolizó mediante la escritura pública No.4203 del 9 de agosto de 2007, la que luego fue registrada en la Oficina de Instrumentos Públicos de Dosquebradas.  Por lo tanto, se puede concluir, tal como lo hizo el Juez 6º Penal del Circuito de Pereira en la audiencia de formulación de acusación llevada a cabo el 18 de abril de 2017, que la probable conducta delictiva de fraude procesal tuvo su ocurrencia en varios lugares, Pereira y Dosquebradas; en tal virtud, quedó determinada la competencia por factor territorial para conocer en el juicio de la presente actuación en el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira, toda vez que fue en la audiencia de formulación de acusación en donde se definió la competencia referida, tal como lo consagra el artículo 43 del C.P.P. de la siguiente manera:
“Artículo 43. Competencia. Es competente para conocer del juzgamiento el juez del lugar donde ocurrió el delito.

Cuando no fuere posible determinar el lugar de ocurrencia del hecho, este se hubiere realizado en varios lugares, en uno incierto o en el extranjero, la competencia del juez de conocimiento se fija por el lugar donde se formule acusación por parte de la Fiscalía General de la Nación, lo cual hará donde se encuentren los elementos fundamentales de la acusación.

Las partes podrán controvertir la competencia del juez únicamente en audiencia de formulación de acusación…”  (Subrayas propias)
5.6.2.4. Ahora bien, del registro del audio de la audiencia llevada a cabo el 18 de abril de 2017, se deduce que una vez el Juez 6º Penal del Circuito de esta ciudad se declaró competente para conocer el juzgamiento dentro del proceso que por fraude procesal se sigue en contra de la doctora Lucero Torres Murillo, señaló que contra esa decisión no procedía recurso alguno, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 65 del C.P.P. (audio: 00:08:11).  Al respecto, dicha norma consagra lo siguiente: “Improcedencia de la impugnación. Las decisiones que se profieran en el trámite de un impedimento o recusación no tendrán recurso alguno”.   A su vez, se debe tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 341 del C.P.P., que indica:  

“Artículo 341. Trámite de impugnación de competencia. De las impugnaciones de competencia conocerá el superior jerárquico del juez, quien deberá resolver de plano lo pertinente dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de lo actuado.

En el evento de prosperar la impugnación de competencia, el superior deberá remitir la actuación al funcionario competente. Esta decisión no admite recurso alguno.”
Sin embargo, en la mencionada audiencia formulación de acusación se advierte que ni la Fiscal 7ª Seccional de la Unidad de Patrimonio de esta ciudad, ni la víctima o su apoderado solicitaron el uso de la palabra para manifestar alguna inconformidad con la determinación del Juez 6º Penal del Circuito de declararse competente para conocer la causa referida, lo que convalida la actuación allí surtida y en tal sentido, las pretensiones de la accionante no están llamadas a prosperar, ya que conforme  al principio de la preclusión  de los actos procesales la audiencia de formulación de acusación era el escenario para que las partes impugnaran la competencia del juez de conocimiento al tenor del precitado artículo 341 del CPP y ante el silencio del apoderado de la víctima, se avaló la actuación de ese funcionario judicial.
5.6.3.  En lo que tiene que ver con la segunda petición de la accionante en el entendido de que se declare la nulidad de la audiencia celebrada ante la Jueza Cuarta Penal Municipal con Función de Control de Garantías sin la participación de la víctima y la FGN, la cual se llevó a cabo el 3 de noviembre de 2016, se observa que se trata de una audiencia preliminar de control previo para búsqueda selectiva en base de datos que fue solicitada por la procesada, doctora Torres Murillo,  según el acta visible a folio 22.  Al respecto es pertinente señalar que el artículo 244 del C.P.P dispone:
“ARTÍCULO 244. BÚSQUEDA SELECTIVA EN BASES DE DATOS. La policía judicial, en desarrollo de su actividad investigativa, podrá realizar las comparaciones de datos registradas en bases mecánicas, magnéticas u otras similares, siempre y cuando se trate del simple cotejo de informaciones de acceso público.

Cuando se requiera adelantar búsqueda selectiva en las bases de datos, que implique el acceso a información confidencial, referida al indiciado o imputado o, inclusive a la obtención de datos derivados del análisis cruzado de las mismas, deberá mediar autorización previa del fiscal que dirija la investigación y se aplicarán, en lo pertinente, las disposiciones relativas a los registros y allanamientos.

En estos casos, la revisión de la legalidad se realizará ante el juez de control de garantías, dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes a la culminación de la búsqueda selectiva de la información.” (Subrayas fuera del texto original)
La anterior norma fue declarada exequible por la Corte Constitucional en cuanto a la expresión “se aplicarán, en lo pertinente, las reglas relativas a los registros y allanamientos” , contenida en el inciso segundo  “siempre que se entienda que cuando el indiciado tenga noticia de que en las diligencias practicadas en la etapa de indagación anterior a la formulación de la imputación, se está investigando su participación en la comisión de un hecho punible, el juez de control de garantías debe autorizarle su participación y la de su abogado en la audiencia posterior de control de legalidad de tales diligencias, si así lo solicita”.
5.6.3.1 Por su parte, el artículo 237 del mismo precepto señala lo pertinente al control de legalidad posterior así: 
“ARTÍCULO 237. AUDIENCIA DE CONTROL DE LEGALIDAD POSTERIOR.  Dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes al recibimiento del informe de Policía Judicial sobre las diligencias de las órdenes de registro y allanamiento, retención de correspondencia, interceptación de comunicaciones o recuperación de información producto de la transmisión de datos a través de las redes de comunicaciones, el fiscal comparecerá ante el Juez de Control de Garantías, para que realice la audiencia de revisión de legalidad sobre lo actuado. 

Durante el trámite de la audiencia podrán asistir, además del fiscal, los funcionarios de la Policía Judicial y los testigos o peritos que prestaron declaraciones juradas con el fin de obtener la orden respectiva, o que intervinieron en la diligencia. 

El juez podrá, si lo estima conveniente, interrogar directamente a los comparecientes y, después de escuchar los argumentos del fiscal, decidirá de plano sobre la validez del procedimiento. 

PARÁGRAFO. Si el cumplimiento de la orden ocurrió luego de formulada la imputación, se deberá citar a la audiencia de control de legalidad al imputado y a su defensor para que, si lo desean, puedan realizar el contradictorio. En este último evento, se aplicarán analógicamente, de acuerdo con la naturaleza del acto, las reglas previstas para la audiencia preliminar.  (Subrayas fuera del texto original)
Según las normas antes relacionadas, el Fiscal debe comparecer ante un juez de garantías para que éste autorice una búsqueda selectiva en base de datos en una audiencia preliminar denominada control previo y así mismo, el legislador dispuso que el imputado y su defensor podrán comparecer a las audiencias de control de legalidad, es decir, a las audiencias de control posterior con el fin de intervenir en la decisión que allí se tome.  

5.6.3.2. Frente a las competencias que tienen los Jueces con Función de Control de Garantías, la Corte Constitucional señaló en la Sentencia C-025 de 2009 que “Al juez de control de garantías se le asignaron en el nuevo sistema procesal penal competencias para adelantar (i) un control previo para la adopción de medidas restrictivas de la libertad; (ii) un control posterior sobre las capturas realizadas excepcionalmente por la Fiscalía General de la Nación; (iii) un control posterior sobre las medidas de registro, allanamiento, incautación e interceptación de llamadas; (iv) un control sobre la aplicación del principio de oportunidad; (v) decretar medidas cautelares sobre bienes; e (vi) igualmente autorizar cualquier medida adicional que implique afectación de derechos fundamentales y que no tenga una autorización expresa en la Constitución. Es por ello que al juez de control de garantías le corresponde examinar si las medidas de intervención en el ejercicio de los derechos fundamentales, practicadas por la Fiscalía General de la Nación, no sólo se adecuan a la ley, sino si además son o no proporcionales, es decir, (i) si la medida de intervención en el ejercicio del derecho fundamental es adecuada para contribuir a la obtención de un fin constitucionalmente legítimo; (ii) si la medida es necesaria por ser la más benigna entre otras posibles para alcanzar el fin; y (iii) si el objetivo perseguido con la intervención compensa los sacrificios que esta comporta para los titulares del derecho y la sociedad…”. (Subrayas fuera del texto original).”
5.6.3.3. En el presente caso, no queda duda que la diligencia practicada por la Jueza 4ª Penal Municipal con función de Control de Garantías el 3 de noviembre de 2016 se realizó por solicitud de la abogada  Lucero Torres Murillo, en calidad de imputada, quien según el principio de igualdad de armas en el marco del proceso penal tiene la posibilidad de acudir ante el juez con las mismas herramientas de persuasión y los mismos elementos de convicción, sin privilegios ni desventajas, a fin de convencerlo de sus pretensiones procesales. En tal sentido, se pronunció la Corte Constitucional en la Sentencia C-536 de 2008 cuando resaltó que “la circunstancia de que desde el punto de vista metodológico, el principio de igualdad de armas responde a la lógica que impone la metodología de investigación de los sistemas penales de tendencia acusatoria, ya que en este sistema ambas partes procesales, tanto la Fiscalía como al imputado o acusado, le es dable recaudar material probatorio durante la etapa de investigación, así como solicitar y controvertir pruebas en la etapa de juicio, lo cual pone en evidencia el papel diligente y activo que se le otorga al imputado y acusado en materia probatoria durante las diferentes etapas del proceso penal.”
5.6.3.4.  Así las cosas, Fiscal e imputado tienen la garantía constitucional y penal procesal de asistir ante el juez de garantías, como sucedió en este caso, con el fin de recaudar las pruebas que requieran en la etapa de investigación.  En tal sentido, no era necesario que la señora Luz Yenny Vega Varela o su apoderado judicial tuvieran que ser citados a la audiencia preliminar de control previo a la búsqueda selectiva en base de datos pedida por la procesada, la cual se llevó a cabo el 3 de noviembre de 2016 ante el Juzgado 4º Penal Municipal con función de Garantías, por lo cual no se presentó vulneración de los  derechos fundamentales invocados por la accionante. 
5.6.4. De acuerdo a lo anterior, esta Colegiatura no advierte en las decisiones de los jueces accionados alguna actuación arbitraria o caprichosa que constituya una la vía de hecho, toda vez que en la misma se observaron los lineamientos legales y constitucionales que hacen referencia a la declaración excepcional de la contumacia, máxime que no se acreditó alguna de las causales de procedencia especiales o materiales del amparo tutelar contra las sentencias judiciales y que tienen que ver con el defecto orgánico, defecto procedimental absoluto, defecto fáctico, defecto material o sustantivo, error inducido, decisión sin motivación, desconocimiento del precedente o violación directa de la Constitución.   Al respecto, la Corte Constitucional ha referido lo siguiente:
“Es importante advertir que, actualmente la configuración de una vía de hecho no sólo deviene del desconocimiento grosero y protuberante del orden jurídico por parte de las autoridades en sus providencias, sino que también puede estructurarse cuando el juez desconoce el precedente judicial o, si en desarrollo de su labor interpretativa le resta efectividad a los derechos fundamentales. Por ejemplo, la sentencia T-774 del 2004 refirió acerca de la evolución jurisprudencial sobre el concepto de las vías de hecho, ahora denominadas “causales genéricas de procedibilidad contra providencias judiciales”, dijo lo siguiente:

“…el concepto de vía de hecho, en el cual se funda la presente acción de tutela, ha evolucionado en la jurisprudencia constitucional. La Corte ha decantado los conceptos de capricho y arbitrariedad judicial, en los que originalmente se fundaba la noción de vía de hecho. Actualmente no “(…) sólo se trata de los casos en que el juez impone, de manera grosera y burda su voluntad sobre el ordenamiento, sino que incluye aquellos casos en los que se aparta de los precedentes sin argumentar debidamente (capricho) y cuando su discrecionalidad interpretativa se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados (arbitrariedad). Debe advertirse que esta corporación ha señalado que toda actuación estatal, máxime cuando existen amplias facultades discrecionales (a lo que de alguna manera se puede asimilar la libertad hermenéutica del juez), ha de ceñirse a lo razonable. Lo razonable está condicionado, en primera medida, por el respeto a la Constitución”[2]
 
5.6.5. Así mismo, el principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular, criterio igualmente sostenido por la Corte Constitucional al establecer que:    “el juez de tutela no puede entrar a valorar los medios de prueba que fueron objeto de análisis dentro de los procesos ordinarios pues solamente le corresponde verificar si, en la decisión del juez de instancia se hace evidente una irregularidad protuberante, el juez de tutela debe emitir las órdenes sobre los parámetros constitucionales necesarios para que el juez natural pueda corregir su error. En conclusión, los jueces de la República gozan de autonomía en sus decisiones y sus providencias no podrán ser desconocidas ni revaluadas por el juez constitucional, pues este último se debe limitar a determinar si existió o no una vulneración a los derechos fundamentales de los asociados y sólo en esos casos podrá emitir las órdenes al juez natural que permitan enmendar ese defecto.
” (Subrayas propias)
Por lo acabado de subrayar, si se accediera a lo pretendido en la demanda de tutela, sería como desconocer los procedimientos y decisiones que en ejercicio de su competencia emiten los funcionarios judiciales, lo que iría en contraposición a la finalidad de la acción de tutela, por lo tanto, la misma no se puede utilizar como una tercera instancia adicional o paralela para estudiar las determinaciones que en su momento y de acuerdo a su competencia, tomaron los jueces accionados.
5.6.6.  En conclusión, en este asunto en particular  no es procedente la acción de tutela, ni aun como mecanismo transitorio, no pudiendo prevalecer la acción constitucional ante la ausencia de una amenaza que se aprecie como irremediable para el ejercicio de los derechos fundamentales invocados por la señora Vega Varela, es decir, que al no haber quedado en la foliatura prueba de la concurrencia de los presupuestos establecidos por la jurisprudencia constitucional para la configuración de un daño irreparable como son la inminencia, la urgencia, la gravedad y la impostergabilidad de la acción, el amparo invocado no prospera.
Por las razones anteriores, se declara improcedente la presente acción de tutela.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela presentada por la señora Luz Yenny Vega Varela en contra del Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira y otros.

SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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